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S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 
  

Pro se, el confinado Joel Ovalles Coriano sometió un escrito 

de certiorari ante este Foro.  El documento aparece suscrito con 

fecha 1 de  agosto de 2016. Además, consta que dicho escrito fue 

remitido a este Tribunal el 2 de agosto de 2016 y recibido por 

nuestra Secretaría el 4 de agosto de 2016. Según se indicó por el 

peticionario, recibió la determinación de la que solicita revisión el 18 

de julio de 2016, emitida por el Tribunal de Primera Instancia de San 

Juan (TPI). Le imputó error a dicho foro al negarse a reducir la 

sentencia de reclusión que se le impuso. El peticionario no 

acompañó con su recurso la resolución de la que recurre, ni otro 

documento pertinente a su reclamo. A los fines de poder atender el 

asunto planteado, hicimos una búsqueda por medio de nuestra 

Secretaría. Encontramos que los hechos delictivos por los que se 

halló culpable al peticionario sucedieron el 26 de junio de 2004 y 

que éste fue sentenciado por tentativa de asesinato (Artículo 82 del 

Código Penal de 1974) y por otros delitos relacionados con la Ley 

de Armas.  
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En cuanto a la determinación recurrida, la misma fue emitida 

el 5 de febrero de 2016 y notificada el 10 de febrero de 2016. El 

foro de instancia fundamentó su denegatoria en que los delitos por 

los que se halló culpable a Ovalles Coriano fueron cometidos antes 

de que estuviera vigente el Código Penal de 2012, por lo que la 

cláusula de reserva contenida en el Artículo 303 del referido Código 

no permitía su aplicación. Siendo ello así, el remedio de 

modificación de sentencia sería claramente inaplicable para el 

peticionario. Nótese, además, que las modificaciones introducidas 

por medio de la Ley 246 de 26 de diciembre de 2014 no aplican a la 

Ley de Armas, ni tampoco a aquellos casos en los que una persona 

fue sentenciada bajo el régimen del Código Penal de 2004. 

Bajo los siguientes dos supuestos, estamos impedidos de 

ejercer nuestra función revisora, por lo que procede la 

desestimación del recurso de autos. Primero, es norma conocida 

que un recurso de certiorari, como el presente, “se formalizará 

mediante la presentación de una solicitud dentro de los treinta (30) 

días siguientes a la fecha del archivo en autos de copia de la 

notificación de la resolución u orden recurrida.” 4 LPRA Ap. XXII-B. 

El plazo aludido es “de cumplimiento estricto.” Id. Aunque un 

término de esta naturaleza puede ser prorrogado, este Tribunal 

carece de autoridad para hacerlo de manera automática, ya que 

nuestra discreción para excusar el incumplimiento parte del 

supuesto de que existe efectivamente justa causa para ello. García 

Ramis v. Serralles, 171 DPR 250, 253 (2007). Una parte que excede 

un término de cumplimiento estricto estará en la obligación 

de colocarnos en posición de poder prorrogarlo por causa justa y 

meritoria. De modo que “es menester exponer oportunamente, en el 

propio recurso, las razones especiales justificativas para no haberlo 
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perfeccionado dentro del término de cumplimiento estricto.” Córdova 

v. Larín, 151 DPR 192, 198 (2000). En el presente caso, aunque el 

peticionario menciona que recibió la notificación de la denegatoria 

del TPI de San Juan el 18 de julio de 2016, según se desprende del 

expediente, la Resolución aparece notificada en una fecha tan 

remota como el 10 de febrero de 2016. Una diferencia tan amplia 

entre ambas fechas ameritaba  una explicación más detallada. A 

esto se añade que el recurso no acompaña anejos pertinentes a la 

decisión que solicita revisión.  

Somos conscientes de la realidad que enfrentan los  reclusos 

que litigan sus causas por derecho propio y de la atención particular 

que merecen estos casos a los fines “de evitar que la aplicación 

automática e inflexible de los requisitos reglamentarios prive a un 

litigante de su derecho de acceso a los tribunales.” Álamo Romero 

v. Adm. de Corrección, 175 DPR 314, 322 (2009). Sin embargo, la 

interposición tardía del recurso sin justificación, unida a la omisión 

de acompañar apéndices esenciales, incluso necesarios para 

determinar nuestra jurisdicción, nos imposibilita considerarlo. De ahí 

que carecemos de los más básicos elementos de  juicio para ejercer 

nuestra función revisora.  

Ante este cuadro fáctico, desestimamos el presente recurso 

por falta de jurisdicción.1   

Lo acuerda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal. 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
1
 No obstante lo anterior, aun si   fuera justificada nuestra intervención, de todas manera 

el dictamen del que se recurre es correcto, puesto que la cláusula de reserva contenida 
en el Artículo 303 del Código Penal de 2012 imposibilita que un acusado por hechos 
delictivos cometidos durante la vigencia de códigos penales anteriores pueda invocar el 
principio de favorabilidad del código vigente. Véase, Pueblo v. González, 165 DPR 675, 
685 (2005). Tampoco resulta aplicable este principio a convicciones por leyes 
especiales, como es la Ley de Armas. Precisamente,  la convicción del peticionario fue 
bajo el Código Penal de 1974 y por la Ley de Armas.  


